
Parece claro que las aportaciones obligatorias para financiar las APEs son PPCPnT porque 

encajan en el concepto jurisprudencial de las mismas y en la caracterización que de ellas hace la 

LFGT (DA 30), ya que reúnen las siguientes notas: 

- Coactividad 

- Responden a fines de interés general 

- No son tributos 

Lo que está claro también es que no encajan en el tipo de PPCPnT a que se refiere el artículo 

100.7 de la LFHHLL. 

De acuerdo con la regulación prevista en el Anteproyecto de LF de APEs, las aportaciones 

obligatorias No son recursos de las EELL. (por ello no procede, ni es necesaria, su inclusión en el 

artículo 5º de la LFHHLL). 

A pesar de no ser recursos de las EELL, el anteproyecto de LF prevé que las aportaciones 

obligatorias a las APEs: 

- Se creen mediante Ordenanza de la EL (Sección 3ª del capítulo I del Título IX de la LFAL. 

Reglamentos, Ordenanzas y Bandos) 

- Se gestionen y se recauden tanto en periodo voluntario como en periodo ejecutivo por 

la EL, pero la EL no las integra en su presupuesto, sino que las aporta directamente a la 

APE, reservándose una compensación por gastos de gestión y recaudación. 

- Su gestión partirá del censo que elabore la APE. A la formación y mantenimiento de ese 

censo le resultan aplicables los arts. 156 y 157 de la LFHHLL. Entendemos que esta 

remisión no procede. Los artículos 156 y 157 regulan el Registro de Actividades 

Económicas a partir del cual los Ayuntamientos gestionan el IAE. En la formación de ese 

Registro interviene la Hacienda Foral de Navarra, organismo que no va a tener nada que 

ver en las APEs ni en las aportaciones obligatorias con las que se financian, que no 

olvidemos son PPCPnT (es decir, no son tributos ni ingresos del GN y quedan por tanto 

al margen de la HFN y de la HPN) 

- Su gestión y recaudación se ajustará a lo dispuesto en la Ordenanza municipal, en la 

LFHHLL (art. 15.1. gestión de recursos no tributarios de derecho público) y en la LFHPN 

(arts. 10 a 18. Régimen jurídico de los derechos de naturaleza pública de la Hacienda 

Pública de Navarra). A pesar de no ser recursos de las EELL, ¿Se pueden considerar las 

Aportaciones obligatorias derechos de naturaleza pública? Si la respuesta fuera 

afirmativa entendemos que sería correcta la remisión a la LFHHLL y a la LFHPN, y de 

forma indirecta cabría la recaudación en vía de apremio (por remisión de la LFHPN a las 

prerrogativas establecidas para los tributos en la normativa tributaria general foral y en 

sus reglamentos de desarrollo). 

- Se pueden exigir por el procedimiento de apremio, de acuerdo con lo establecido en el 

art. 1.2 de la LFGT. Consideramos que esta remisión no es correcta, ya que dicho art. 1.2 

señala que los preceptos de la LFGT se aplican también a los tributos de las EELL de 

Navarra, en lo que no resulte alterado por su normativa específica. Y las aportaciones 

obligatorias a las APEs no son tributos de las EELL de Navarra, ni siquiera son ingresos 

no tributarios de las EELL de Navarra. 



- Los actos de gestión y recaudación de la aportación obligatoria pueden ser impugnados 

en la forma prevista en la LFAL (Capítulo II del Título IX. Impugnación y control de las 

actuaciones de las entidades locales de Navarra). 

- En cuanto al régimen de infracciones y sanciones se remite a lo dispuesto en el Capítulo 

VI del Título IX de la LFGT, es decir al régimen de las infracciones y sanciones tributarias. 

Dado que no son tributos ni recursos de la HFN, sería mejor regular un régimen 

sancionador específico. O, alternativamente, remitir al régimen de infracciones 

tributarias en el ámbito de la LFHHLL (Sección 6ª del Capítulo IV del Título I), puesto que 

quienes, en su caso, impondrán las sanciones serán las EELL. 

Ante esta regulación, además de las cuestiones señaladas, la principal duda se suscita en relación 

con la posibilidad de exigir las aportaciones obligatorias en vía de apremio. El hecho de que las 

aportaciones obligatorias sean PPCPnT no implica de forma automática que se puedan exigir por 

la vía de apremio, ya que no estamos ante recursos de una Entidad local, ni, según parece, ante 

ingresos de derecho público puesto que la titular de esos ingresos (la APE) es una entidad 

privada.  

En el Dictamen elaborado por Mª Luisa Esteve se hace referencia al apartado 2 del art. 2 del 

Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, que dispone: 

“2. Para la cobranza de los tributos y de las cantidades que como ingresos de derecho público, 

tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y 

multas y sanciones pecuniarias, debe percibir la hacienda de las entidades locales de 

conformidad con lo previsto en el apartado anterior, (el apartado anterior enumera los recursos 

de las EELL) dicha Hacienda ostentará las prerrogativas establecidas legalmente para la hacienda 

del Estado, y actuará, en su caso, conforme a los procedimientos administrativos 

correspondientes.” 

En el art. 5º.2 de la LFHHLL no hay una mención explícita a las PPCPnT pero sí se establece que 

para la cobranza de los tributos y demás cantidades que como ingresos de derecho público 

deban percibir las EELL de Navarra, estas ostentarán las mismas prerrogativas que la Hacienda 

Pública de Navarra.  

Entendemos por tanto que la clave pasa por determinar si las aportaciones obligatorias a las 

APES (que son PPCPnT) son ingresos de derecho público, a pesar de no formar parte de los 

recursos de las EELL. Y para ello creemos necesario que la entidad titular de dichos ingresos (la 

APE) sea un “organismo público” o reúna alguna nota que la caracterice como tal. 

Consideramos que esta idea va en la línea de lo dispuesto en el Acuerdo de la Subcomisión de 

Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de la Comisión Bilateral 

Generalitat-Estado, de fecha 23 de marzo de 2021, cuando señala que: 

“En relación con el artículo 8.g) de la Ley 15/2020, ambas partes convienen que su interpretación 

ha de realizarse conforme a la normativa básica establecida en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 

de contratos del sector público, y que la Generalitat de Catalunya promoverá la correspondiente 

modificación legislativa, de modo que se recoja en la misma que las entidades gestoras de las 



áreas de promoción económica urbana tendrán la consideración de poder adjudicador en los 

términos establecidos en la Ley 9/2017, de 8 de diciembre, de Contratos del Sector Público.” 

Desconocemos los términos en que se va a traducir ese acuerdo y el alcance de la modificación 

legislativa, pero de acuerdo con el artículo 3.3 de la LCSP “Se considerarán poderes 

adjudicadores, a efectos de esta Ley, las siguientes entidades: 

a) Las Administraciones Públicas. 

b) Las fundaciones públicas. 

c) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social. 

d) Todas las demás entidades con personalidad jurídica propia distintas de las expresadas en las 

letras anteriores que hayan sido creadas específicamente para satisfacer necesidades de interés 

general que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos que 

deban considerarse poder adjudicador de acuerdo con los criterios de este apartado 3, bien 

financien mayoritariamente su actividad; bien controlen su gestión; o bien nombren a más de la 

mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o vigilancia. 

e) Las asociaciones constituidas por las entidades mencionadas en las letras anteriores.” 

Por su parte, la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de contratos públicos señala en su artículo 9 

que “Se denominarán poderes adjudicadores a las entidades incluidas dentro del ámbito de 

aplicación subjetivo de esta ley foral.” Y su artículo 4 recoge el ámbito de aplicación subjetivo, 

en el que incluye las siguientes entidades: 

a) El Parlamento de Navarra, la Cámara de Comptos y el Defensor del Pueblo de Navarra. 

b) La Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus Organismos Autónomos. 

c) Las Entidades Locales de Navarra y sus Organismos Autónomos con las particularidades que 

resulten de la legislación foral de Administración Local. 

d) La Universidad Pública de Navarra. 

e) Las entidades públicas empresariales y entidades de derecho público, consorcios, sociedades 

mercantiles y laborales, fundaciones u otros entes, o asociaciones de cualesquiera de ellos, 

dotados de personalidad jurídica, pública o privada, vinculados o dependientes de las 

entidades mencionadas en los apartados anteriores, en los que concurran conjuntamente 

estos requisitos: 

1.º Que en su actividad satisfagan, al menos parcialmente, fines de interés público que no 

tengan carácter industrial o mercantil y no asuman riesgo empresarial. 

2.º Que las Administraciones Públicas financien, directa o indirectamente, más de la mitad de 

su actividad, o bien tengan influencia dominante sobre las mismas a través de mecanismos 

que controlen su gestión, o bien permitan designar a más de la mitad de los miembros de sus 

órganos de administración, de dirección o de vigilancia. 



La Directiva 2014/24/UE, de contratación pública incluye en la definición de «Poderes 

adjudicadores»: el Estado, las autoridades regionales o locales, los organismos de Derecho 

público o las asociaciones formadas por uno o varios de dichos poderes o uno o varios de dichos 

organismos de Derecho público. Y define organismos de derecho público como “cualquier 

organismo que reúna todas las características siguientes: 

a) que se haya creado específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no 

tengan carácter industrial o mercantil; 

b) que esté dotado de personalidad jurídica propia, y 

c) que esté financiado mayoritariamente por el Estado, las autoridades regionales o locales, u 

otros organismos de Derecho público, o cuya gestión esté sujeta a la supervisión de dichas 

autoridades u organismos, o que tenga un órgano de administración, de dirección o de 

supervisión, en el que más de la mitad de los miembros sean nombrados por el Estado, las 

autoridades regionales o locales, u otros organismos de Derecho público”. 

Como se puede observar son los mismos requisitos que recogen el artículo 3.3 LCSP 2017 y la 

LFCP 2018. 

De acuerdo con lo anterior, para determinar si se está ante un poder adjudicador: 

- Debe atenderse a la naturaleza de la actividad: satisfacer necesidades de interés general 

que no tengan exclusivo carácter mercantil.  

- El ente debe tener personalidad jurídica, si bien la forma jurídica adoptada -pública o 

privada- no es por sí criterio decisivo. 

- El control -por vía financiera o cualquier otro medio- debe ser de la Administración 

Pública. Debe estarse, por tanto, al dato de la «influencia dominante» del poder público 

sobre el organismo adjudicador.  

Si la APE reúne esos requisitos tendrá la consideración de poder adjudicador y estará sometida 

a la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de contratos públicos. En ese ámbito, a pesar de estar 

definida como una “entidad privada”, tendría la consideración de “organismo público” al menos 

de acuerdo con lo dispuesto en la Directiva 2014/24/UE, de contratación pública.  

Por eso, se podría plantear modificar la definición y la naturaleza de las APEs y eludir su 

calificación como entidades “privadas”, puesto que no son entidades puramente privadas. Se 

podría recoger en el anteproyecto de LF APES ese carácter de poder adjudicador. Pero 

suponemos que esas modificaciones requerirían el encaje del régimen jurídico de las APEs en la 

LF 11/2019 y no sabemos hasta qué punto eso se aleja de la idea inicial de las APEs. Esa 

configuración como “organismo público” y sometimiento a la LFCP facilitaría, desde nuestro 

punto de vista, la aplicación del procedimiento de recaudación en vía de apremio de las 

aportaciones obligatorias a las APEs. 


